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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, nueve de julio de dos mil nueve
Acta número 0044 del 30 de abril de 2009
Siendo las cinco y treinta minutos de la tarde de hoy, los suscritos Magistrados de la Sala Laboral de este Tribunal y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública para resolver el recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la demandada contra la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el 19 de diciembre del año 2008, en el proceso ordinario laboral iniciado por María Isabel Morales Hidalgo contra la Compañía de Servicios y Administración S.A. “SERDAN”.
El proyecto elaborado por el Magistrado Ponente fue revisado, discutido y aprobado por la Sala y reseña estos
ANTECEDENTES
Manifiesta la accionante que fue vinculada el 27 de agosto de 2003 a través de contrato de trabajo a término fijo de un año por la Compañía de Servicios y Administración S.A. -SERDAN- como prevendedora, devengando $1.348.331 mensuales más auxilio de transporte, nexo que terminó el 26 de agosto de 2004;  agrega que el contrato celebrado inicialmente fue por un término inferior a un año, sin embargo, que debido a sus tres (3) prórrogas, el último no podía ser inferior a un año, coligiendo de lo anterior que la fecha de terminación del citado vínculo era el 26 de agosto de 2007 y que el deber del empleador era haberlo dado por terminado el 25 de julio de 2007. Con todo ello, el contrato se prolongó hasta el 26 de diciembre de 2006, fecha en que la demandada dio por terminado el nexo contractual previo envío de escrito a la accionante el 24 de noviembre de 2008 en la que se comunicaba tal hecho. Señala que para la fecha en que se le envió la comunicación se encontraba incapacitada hasta el 28 de diciembre debido a que el 25 de octubre de esa data sufrió un accidente de trabajo. Para el 26 de marzo de 2007, esto es, tres meses después de haber sido despedida, fue calificada por la ARP Colpatria con una pérdida de la capacidad laboral del 19.55% con fecha de estructuración de mayo de 2001, según consta en escrito obrante a folios 19 y ss.
En virtud de los hechos anteriores, solicita que previa la declaración de la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, cuya duración se dio entre el 27 de agosto de 2003 hasta el 28 de diciembre de 2006, el cual fue terminado sin justa causa por parte del empleador, se condene a la Compañía de Servicios y Administración S.A. Serdan S.A. a pagar las indemnizaciones por los salarios y demás prestaciones correspondientes al tiempo que faltare para cumplir el plazo estipulado del contrato, esto es desde el 28 de diciembre de 2006 hasta el 27 de agosto de 2007. Lo anterior teniendo en cuenta que el vínculo sufrió tres prórrogas y al llegar al 26 de julio de 2006 no se dijo nada al respecto, prorrogándose éste automáticamente hasta el mes de agosto de 2007; que se le condene a la accionada a pagar la indemnización consagrada en el articulo 65 del C.S.T., la contemplada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997; lo que ultra y extra petita se demuestre y las costas del proceso.  

La demanda correspondió al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, siendo admitida por auto de fecha 12 de agosto de 2006, fl. 32;  la Compañía de Servicios y Administración S.A. Serdan, a través de su representante legal y por conducto de procurador judicial, contestó la demanda, fls. 42 a 54. Aceptó la existencia del contrato de trabajo a término fijo inferior a un año, suscrito el 27 de agosto de 2003; respecto de la causa de  terminación y las prorrogas no acepta lo manifestado por la accionante, en su lugar señala que la causa de ella fue el vencimiento del término pactado, acto que según se esgrime fue notificado de conformidad con la ley; en cuanto a las prórrogas esgrime la accionada que el término del contrato fue de 4 meses, presentándose tres prorrogas de 4 meses y 2 renovaciones de dicho contrato a término fijo de un año cada una, por lo tanto manifiesta que no son ciertas las apreciaciones que hace la demandante de la fecha de vencimiento del contrato para el 27 de agosto de 2007, situación que desvirtúa de la siguiente manera: el término inicial del contrato fue de 4 meses, tuvo su origen desde el 27 de agosto de 2003 al 26 de diciembre de 2003, se dio una primera prórroga por el termino inicialmente pactado esto es, desde el 27 de diciembre de 2003 al 26 de abril de 2004, una segunda prórroga desde el 27 de abril de 2004 al 26 de agosto de 2004, una tercera prorroga desde el 27 de agosto al 26 de diciembre de 2004; posteriormente dio aplicación al articulo 46 numeral 2 del C.S.T., refiriendo que al haberse surtido ya las 3 prorrogas inferiores a un año, el contrato se renovó automáticamente por un año, es decir desde el 27 de diciembre de 2004 al 26 de diciembre de 2005; desde el 27 de diciembre de 2005 al 26 de diciembre de 2006, para lo cual se le notificó el 24 de noviembre de esa anualidad la intención de la no renovación por parte de la Compañía de Servicios y Administración S.A. Serdan.

En cuanto al valor del salario que alega la señora Morales Hidalgo, difiere de éste y del auxilio de transporte, discurre que la accionante se contradice en sus manifestaciones; acepta el accidente de trabajo sufrido por la trabajadora, manifestando que ésta se encontraba debidamente afiliada a una ARP, la cual le prestó toda la atención requerida para su recuperación una vez venciera el término del contrato. Acepta el hecho de que la demandante fue despedida estando en discapacidad laboral, según calificación de la ARP realizada el 28 de marzo de 2007, aclara que para la fecha en que se le informó a la actora de la no renovación del contrato ni ésta, ni la accionada tenían conocimiento de la discapacidad, y que por ende no tiene operancia el articulo 26 de la Ley 361 de 1997, en todo depreca que se nieguen las pretensiones y la medida cautelar que eleva la actora.  
Efectuada la audiencia de conciliación, fl 106, no fue posible lograr ningún acuerdo; superadas otras etapas, se decretaron las pruebas pedidas, y en la medida de colaboración de las partes se evacuaron, en las restantes audiencias.

La de juzgamiento se realizó el 19 de diciembre de la pasada anualidad. En ella se decidió negar parcialmente las pretensiones de la actora, toda vez que el despacho encontró demostrado que la terminación del contrato de trabajo por expiración del plazo fijo pactado fue el motivo de su finalización, causal que se encuentra  prevista por el literal c) del articulo 61, subrogado por el articulo 5 de la Ley 50 de 1990 la ley, por lo cual no accedió a las pretensiones derivadas de su terminación. Respecto de la sanción contemplada en el articulo 26 de la Ley 361 de 1997 que establece como condición para cuando el empleador va a despedir a un trabajador que se encuentre limitado físicamente, la autorización por parte de la Oficina del Trabajo, así pues determinó el a quo que al momento de vincularse la accionante contaba con todas sus capacidades físicas y mentales y que la disminución en su capacidad laboral fue derivada de un accidente de trabajo, situación que no fue tenida en cuenta al momento de dar por terminada la relación laboral por parte de la Compañía de Servicios y Administración S.A. Serdan obviando la autorización de la autoridad administrativa –Ministerio del trabajo–.  Bajo éste presupuesto, encontró la jueza que debía compensarse a la señora Morales Hidalgo con una indemnización equivalente a 180 días de salario.
Inconforme se mostró la parte demandada con la decisión anterior y por ello interpuso en tiempo recuso de apelación. En el alegato correspondiente difiere de lo establecido por la juez en la sentencia recurrida en cuanto a que al momento de ingresar la accionante a la Compañía de Servicios y Administración S.A. Serdan gozaba de todas las capacidades físicas y mentales y que la incapacidad permanente parcial fue consecuencia de su desempeño laboral en la empresa demandada, señala que en el dictamen emitido por la ARP Colpatria del 26 de marzo de 2007 se establece al determinar la invalidez que: “… se trata de una paciente que sufre un accidente laboral al caer desde su propia altura con apoyo en miembro superior derecho y simultáneamente trauma a nivel del hombro derecho lo que produce luxación anterior del hombro en el año 2001, para lo cual, se le realizó reducción abierta del hombro, este accidente se presentó bajo cobertura de la ARP COLSEGUROS, usuaria que manifiesta que al mes siguiente de la primera cirugía de mayo de 2001, tuvo luxación del mismo hombro al tratar de girar en su cama. Reporta una nueva luxación al año siguiente al tratar de recoger objeto del piso. El 25 de octubre de 2006 sufre accidente de transito ocasionándole caída sobre los miembros superiores con nueva luxación, fue operada por segunda vez en noviembre de 2006”. 
Finaliza manifestando que la perdida de la capacidad laboral no se produjo como consecuencia del desempeño laboral de la trabajadora, puesto que tal dolencia existía con anterioridad a ella, y recalca que el escrito de terminación del contrato se entregó cuando ésta no se encontraba bajo incapacidad.
CONSIDERACIONES

Se dejarán por fuera de cualquier análisis los tópicos referentes a la existencia del contrato de trabajo,  prórroga, terminación y las absoluciones que beneficiaron a la empresa demandada relacionadas con éstos, toda vez que frente a ellos las partes tácitamente demostraron su aceptación al no reprochar nada al respecto.

Sostiene la parte apelante que la EPS Saludcoop expidió incapacidad a la actora el 29 de noviembre de 2006, es decir, 5 días después de haber sido notificada de la terminación de su contrato de trabajo; afirma que la pérdida de la capacidad laboral de Morales Hidalgo ocurrió mucho antes de su vinculación laboral, esto es, en el año 2001, conforme a la fecha de estructuración que consta el correspondiente dictamen; agrega que no mediaba autorización del Ministerio de Trabajo (de Protección Social) para terminar la relación laboral, pues para ese momento la demandante no se encontraba incapacitada. 

Respecto al primer argumento, tenemos que es falso, toda vez que consta en los documentos de folios 14 y 15 que la trabajadora venía incapacitada desde el 9 hasta el 28 de noviembre de 2006, por lo tanto la notificación de la terminación del contrato, fue realizada cuando la demandante se encontraba incapacitada, amén que de acuerdo al certificado de folio 12, para la fecha de terminación del nexo contractual, 26 de diciembre de 2006, también estaba incapacitada Morales Hidalgo.

De lo anterior se decanta, que así se argumente que la estructuración de la pérdida de capacidad laboral de la actora fue fijada para el año 2001, conforme al dictamen de folios 19 a 22, no deja de ser cierto que a la empleada le fue terminado el contrato de trabajo durante su incapacidad.

Se trata pues de analizar en este caso si era necesario para la Compañía de Servicios y Administración S.A. Serdan S.A. pedir permiso a la Oficina de Trabajo para proceder a dar por terminado el contrato de trabajo que tenía suscrito con Morales Hidalgo, atendiendo su condición de persona discapacitada.

El derecho al trabajo se encuentra consagrado como garantía constitucional fundamental que goza de la especial protección del Estado, artículo 23 C.N. Una de las formas de protección de este derecho fundamental es logrando la estabilidad laboral de los trabajadores que se encuentra precisamente desarrollada por la ley, toda vez que para que una persona pueda ser retirada de un determinado empleo, debe mediar una causa que sea considerada como justa para ello, o por lo esgrimiendo una causa legal de extinción del contrato, que sería lo ocurrido en el asunto que nos ocupa, caso contrario, la obligación de no despedir o terminar el contrato que tiene el empleador, se convierte en una obligación dineraria a su cargo que se hace efectiva por el pago de las indemnizaciones pertinentes.

La regla general de la estabilidad laboral se vuelve más fuerte cuando se aplica a favor de personas que por sus condiciones físicas, síquicas o sensoriales, sean sujetos de especial protección constitucional, por ejemplo: quienes gozan de fuero sindical, madres y padres cabeza de familia, mujeres en estado de gravidez y personas que sufran alguna discapacidad; en estos eventos “la estabilidad laboral es reforzada” así lo ha llamado la Corte Constitucional
; con ella se garantiza la permanencia en el empleo de las personas que se hallen en debilidad manifiesta frente al conglomerado social, tal como las citadas.

Uno de los mecanismos que el ordenamiento jurídico colombiano tiene para hacer efectiva la estabilidad reforzada es precisamente la Ley 361 de 1997 cuya filosofía es “Establecer mecanismos de integración social de las personas con limitación en cumplimiento a mandatos constitucionales [arts. 13, 47, 54, 68 C.N.], de convenios internacionales [Recomendación 168 de la OIT de 1993] y de derechos humanos [Declaración de los derechos del deficiente mental aprobada por la ONU el 20 de diciembre de 1971]”
; pero esta filosofía no sólo debe entenderse para efectos de ‘integración’ sino también de ‘permanencia en el empleo’ de quienes son limitados físicamente y logra el ingreso al gremio de los trabajadores, y además de quienes habiendo obtenido un empleo en pleno goce de sus facultades físicas, síquicas, sensoriales y demás, adquieran algún tipo de discapacidad que impide de cualquier manera el desempeño de las funciones que normalmente ha ejercido a favor de cualquier tipo de empleador.

El inciso primero del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 dispone:

“En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la Oficina de Trabajo” (Subrayado nuestro)

Al analizar la constitucionalidad de la norma transliterada la Corte Constitucional dijo:

“En cuanto al primer contenido normativo acusado por los actores, expuesto en el inciso 1º del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, que señala que ninguna persona limitada puede ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la Oficina de Trabajo, para la Corte es claro que en lugar de contradecir el ordenamiento superior, lo desarrolla. Lo anterior, pues se evidencia como una protección del trabajador que sufre de una disminución física, sensorial o síquica, en cuanto impide que ésta se configure per se en causal de despido o de terminación del contrato de trabajo, pues la misma sólo podrá alcanzar dicho efecto, en virtud de la “ineptitud del trabajador para realizar la labor encomendada” (C.S.T., art 62, literal a-13), y según el nivel y grado de la disminución física que presente el trabajador.

“En tal situación, el requerimiento de la autorización de la Oficina de Trabajo para proceder al despido o terminación del contrato de trabajo debe entenderse como una intervención de la autoridad pública encargada de promover y garantizar el derecho al trabajo según el ordenamiento jurídico naciente e internacional vigente sobre estas materias, para corroborar la situación fáctica que describe dicha causa legal de despido y proteger así al trabajador.

“Es de reiterar, según lo señalado por esta Corte con anterioridad, que la legislación que favorezca a los discapacitados “no consagra derechos absolutos o a perpetuidad que puedan ser oponibles en toda circunstancia a los intereses generales del Estado y de la sociedad, o los legítimos derechos de otros”.

Sin embargo, resulta exigible al patrono que adelante una actuación previa al despido del trabajador discapacitado, ajustada a los principios establecidos en el artículo 29 de la Constitución Política sobre el debido proceso y defensa, en razón del carácter sancionatorio de la medida, permitiendo a las partes participar activamente en la presentación y contradicción de las pruebas, con publicidad de los actos y decisiones, así como en la práctica y valoración de las mismas bajo los principios de la sana crítica, como así se indicó en la sentencia C-710 de 1996, a propósito del despido con justa causa de la trabajadora embarazada.

“No se aprecia, entonces, que el ordenamiento constitucional sea desconocido por la norma acusada en la parte examinada, toda vez que permanece el deber del estado de garantizar que el discapacitado obtenga y conserve su empleo y progrese en el mismo, para promover la integración de esa persona en la sociedad, hasta el momento en que no pueda desarrollar la labor para la cual fue contratado, ni ninguna otra de acuerdo con la clase de invalidez que presenta, debidamente valorada por la autoridad del trabajo.  No se puede olvidar que en ese momento se estaría ingresando en el campo de las distintas formas de invalidez que impiden desempeñarse a una persona laboralmente, para la protección en cuando a su ingreso económico y su integridad física y síquica, en los términos de la vigente normatividad sustantiva del trabajo” 

Las anteriores apreciaciones frente al caso concreto permiten abrir la puerta para determinar si la conducta asumida por la empresa demandada, al dar por terminado el contrato de trabajo que tenía con la señora María Isabel Morales Hidalgo, sin pedir autorización de la Oficina de Trabajo, fue contraria a los principios constitucionales que defienden el derecho al trabajo.

En cuanto a la terminación del contrato de trabajo a término fijo de una persona discapacitada, dijo la Corte Constitucional:

"En resumen, las personas discapacitadas, debido a que se trata de colectivos tradicionalmente discriminados que adicionalmente suelen encontrarse en una posición desaventajada, gozan del derecho a la estabilidad laboral reforzada. Esto implica que para su despido es necesaria la autorización del Ministerio de la Protección Social, pues de lo contrario dicha decisión no produce efecto alguno. 

(...)

16. En ninguno de los escritos aportados por la empresa se demuestra que la terminación del contrato de trabajo se hubiere debido a la inexistencia de la necesidad que originó la contratación o que el trabajador voluntariamente hubiere descuidado sus labores. Por el contrario, lo que queda claro es que se trataba de un contrato a término fijo renovado sucesivamente durante más de 6 años; que la empresa continúa con sus tareas habituales; que la razón de la primera desvinculación no fue otra que el estado de salud del trabajador, originado, justamente, en el desarrollo de sus actividades laborales; que la empresa nunca hizo el esfuerzo de reubicar al trabajador en un puesto de trabajo compatible con su estado de salud y que no solicitó el permiso del Ministerio de la Protección Social antes de proceder a decidir desvincular —primero— y no renovar —después— el contrato del actor.

17. A la luz de los hechos mencionados y de las reglas constitucionales mencionadas en la parte precedente de esta decisión, resulta claro que la empresa accionada vulneró el derecho a la estabilidad laboral reforzada del trabajador.” 

Tal Como lo dijo la Corte Constitucional en la sentencia C-531 de 2000 mencionada, el Decreto 2177 del 21 de septiembre de 1989, reglamentario de la Ley 82 de 1988 que aprobó el Convenio 159 de la OIT en sus artículos 16 y 17 establece la obligación de todo patrono, público o privado, de reincorporar a los trabajadores inválidos en los cargos que desempeñaban antes de producirse la invalidez, si recupera la capacidad de trabajo, o de asignarles funciones acordes con el tipo de limitación o trasladarlos a cargos que tengan la misma remuneración, siempre y cuando la incapacidad no impida el cumplimiento de las nuevas funciones ni suponga un riesgo para la integridad personal del trabajador; esta obligación, exclusiva del empleador, no se advierte cumplida de ninguna manera por parte de la Compañía de Servicios y Administración S.A. Serdan S.A.; no hizo ningún intento para ubicar laboralmente a la demandante y asignarle funciones dentro de la empresa que le permitieran seguir trabajando y así garantizarle su estabilidad laboral, no, sólo siguió el camino más fácil, desvincularla y deshacerse de todo tipo de obligaciones frente a ella, mientras la desvalida trabajadora, parte débil de esta relación, debía afrontar no sólo su problema de salud, sino también el de desempleo, con todas las consecuencia que ello acarrea.

Por último, respecto a que la discapacidad de la actora no se configuró al servicio de la empresa, tenemos que si bien es cierto en el dictamen expedido por la Unidad de Medicina Laboral de la ARP Colpatria, fl. 19, se estableció como fecha  de estructuración el mes de mayo de 2001, toda vez que sufrió un trauma a nivel del hombro derecho en dicha calenda, no es menos cierto que estando al servicio de la demandada padeció un accidente de transito el 25 de octubre de 2006, el cual agravó su estado de salud, debiendo ser operada en el mes de noviembre del mismo año, lo cual no constituyó obstáculo para que la sociedad empleadora procediera a terminar el contrato de trabajo..

El panorama que se ha presentado es claro y permite concluir que en este caso la empleadora debía solicitar la intervención de la autoridad pública encargada de promover y garantizar el derecho al trabajo según el ordenamiento jurídico nacional e internacional vigente sobre estas materias, para corroborar la situación de la trabajadora y así, de resultar necesario, protegerla, y como quiera que no se pidió la autorización respectiva a la oficina de trabajo para los efectos mencionados, debe el empleador soportar las consecuencias jurídicas que su omisión le acarrea, es decir, deberá indemnizar a la ex trabajadora tal como lo dispone el inciso 2º del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, como en efecto se ordenó en primera instancia, decisión que es avalada en su integridad por ésta Colegiatura.
Costas en esta Sede no se causaron.
En virtud de todo lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por apelación h conocido.
Costas en esta Sede no se causaron.
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
� Sentencia C-531 de 2000


� Sentencia de esta Sala del 21 de enero de 2005.  M.P. Jairo Londoño Jaramillo


� Corte Constitucional, Sentencia C-531 de 2000, M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� Corte Constitucional, Sentencia T-687 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño.





11

